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12 Vassallo, 7 septiembre 2006 (C180/04), n. 34. 
13 Pérez López, 14 septiembre 2016 (C-16/15). El art. 9.3 de la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco del 
Personal Estatutario de los Servicios de Salud establece que “si se realizaran más de dos nombramientos [de personal 
eventual] para la prestación de los mismos servicios por un periodo acumulado de 12 o más meses en un período de dos 
años, procederá el estudio de las causas que lo motivaron, para valorar, en su caso, si procede la creación de una plaza 
estructural en la plantilla del centro”. Para el Tribunal de Justicia, esta previsión “no entraña ninguna obligación de crear 
puestos estructurales adicionales para poner fin al nombramiento de personal estatutario temporal eventual que incumba a 
la Administración competente. Por el contrario, se desprende de las afirmaciones del juzgado remitente que los puestos 
estructurales creados serán provistos mediante el nombramiento de personal estatutario temporal interino, sin que exista 
una limitación en cuanto a la duración de los nombramientos de dicho personal ni en cuanto al número de sus 
renovaciones, de tal modo que, en realidad, la situación de precariedad de los trabajadores se convierte en permanente. 
Pues bien, esta normativa puede permitir, infringiendo la cláusula 5, apartado 1, letra a), del Acuerdo marco, la 
renovación de nombramientos de duración determinada para cubrir necesidades permanentes y estables, mientras que se 
desprende de las observaciones realizadas en el apartado 52 de la presente sentencia que en el Estado miembro de que se 
trata existe un déficit estructural de puestos de personal fijo”.  



                                               
14 Por ejemplo, Auto 124/2009, de 28 de abril. En este trascendental Auto, el Alto Tribunal rechaza la 
inconstitucionalidad de la solución de «indefinitud» de contrato laboral cuando no se han respetado los procedimientos 
administrativos de selección: «En el ATC 364/1991, de 10 de diciembre, al igual que en otros previos que en él se citan, 
dispusimos que las irregularidades de la contratación tienen un alcance distinto en el sector privado y en el sector 
público. La contratación de personal laboral para la Administración pública no puede verse sujeta, por imperativo del art. 
14 CE, a las mismas reglas que la contratación entre particulares, pues tal carácter de Administración pública es por sí 
mismo factor de diferenciación relevante, en atención, precisamente, a otros mandatos constitucionales. Los abusos o 
fraudes en la contratación en la empresa privada en general perjudican al trabajador en su derecho a la estabilidad en el 
empleo, y benefician al empleador al permitirle una precariedad en el empleo contraria a la Ley. Pero en el sector público 
existe además un interés general relevante, y el riesgo de una posible colisión entre la Administración y el empleado en 
cuanto que la irregularidad puede ser una vía utilizada para el ingreso fraudulento en la Administración pública fuera de 
los cauces constitucional y legalmente exigibles, no respondiendo a los principios de mérito y capacidad. Por esa razón, 
los órganos judiciales han de tomar en consideración esos principios, para evitar que el recurso a la estabilidad en el 
empleo pueda ser utilizado para consolidar, en perjuicio de aspirantes legítimos, un acceso y permanencia en la función 
pública sin condiciones de igualdad y sin respetar los principios de mérito y capacidad. Pues bien, a evitar esos efectos se 
orienta precisamente la doctrina que el Tribunal Supremo ha sentado en estos temas. Por consiguiente, al margen de la 
hipótesis de una distinta interpretación de las normas cuestionadas, como por ejemplo la que el Juzgado de lo Social 
propone, la doctrina que se discute toma en consideración los principios constitucionales, represente o no en casos como 
el que enjuicia el óptimo constitucional en su aseguramiento (STC 47/2005, de 3 de marzo, FJ 10 in fine), ya que en todo 
caso impide (con la indefinitud frente a la fijeza) que el recurso a la estabilidad en el empleo pueda ser utilizado para 
consolidar, en perjuicio de potenciales aspirantes legítimos, un acceso y permanencia en el empleo público al margen de 
las exigencias derivadas de la Constitución. Incluso si la interpretación alternativa que el órgano judicial enuncia (nulidad 
de la contratación) fuera la que mejor salvaguardase los valores constitucionales comprometidos, resultaría pertinente 
recordar que son posibles interpretaciones judiciales de la legalidad ordinaria distintas de otras que, acaso, hubieran 
respondido más plenamente a tales valores, pues una cosa es la necesidad de respeto de los derechos fundamentales, cuya 
garantía nos está encomendada, y otra, muy distinta, la de la máxima irradiación de los contenidos constitucionales en 
todos y cada uno de los supuestos de la interpretación de la legalidad. Esto último puede no ocurrir, sin que ello implique 
necesariamente la vulneración de un derecho fundamental (STC 45/2004, de 23 de marzo, FJ 4) o la de los preceptos 
constitucionales que plasman principios informadores de la actuación de los poderes públicos (AATC 11/2006, de 17 de 
enero, y 404/2006, de 8 de noviembre)» 
15 En efecto, el artículo 1 del Real Decreto-ley 10/2010, de 16 de junio, de medidas urgentes para la reforma del mercado 
de trabajo, dio una nueva redacción al artículo 15.5 (transformación en fija de la relación laboral objeto de 
encadenamientos temporales) y a la Disposición Adicional Decimoquinta del Estatuto de los Trabajadores (Aplicación de 
los límites de duración del contrato por obra o servicio determinados y al encadenamiento de contratos en las 
Administraciones públicas). Esta última Disposición adicional se limita a confirmar la aplicación a las Administraciones 
Públicas de la sanción jurídica general prevista para el caso de incumplimiento del límite temporal de los contratos y de 
su conversión en fijos cuando son objeto de abusos mediante encadenamientos de contratos temporales, si bien advierte 
que esa sanción debe cohonestarse con «la aplicación de los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad 
en el acceso al empleo público», aplicación cuya consecuencia es que la transformación temporal de la relación no 
reviste un carácter fijo, por cuanto «no será obstáculo para la obligación de proceder a la cobertura de los puestos de 
trabajo de que se trate a través de los procedimientos ordinarios, de acuerdo con lo establecido en la normativa 
aplicable».  Es decir, la relación se transforma temporalmente pero no con carácter «fijo», pues terminará con la 
cobertura reglamentaria de la plaza, dando pie así a la efectividad de la construcción jurisprudencial del carácter 
«indefinido» de la relación. Es decir, laborales «indefinidos», pero «no fijos» 
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17 No obstante, como muestra de que el planteamiento fáctico y jurídico de la cuestión prejudicial puede arrastrar 
inconscientemente al Tribunal de Justicia a interpretaciones infundadas o contradictorias con otros pronunciamientos 
suyos, en el asunto León Medialdea  el Tribunal de Justicia afirmó –sobre la base de la argumentación del Juzgado Social 
que le formuló la cuestión- que la medida establecida en Derecho español para sancionar los abusos resultantes de la 
utilización de sucesivos contratos o relaciones laborales de duración determinada en el sector público, a saber, la 
conversión de la relación laboral de duración determinada en relación laboral de carácter indefinido no fijo, es ineficaz, 
en la medida en que esta última relación puede extinguirse por decisión unilateral del empleador de proveer o amortizar 
la plaza del trabajador de que se trata, sin abonarle indemnización alguna, no existiendo ninguna otra medida efectiva en 
el ordenamiento jurídico interno para sancionar tales abusos [Auto del Tribunal de Justicia en el asunto León Medialdea 
v. Ayuntamiento de Huétor Vega, 11 diciembre 2014 (C-85/14)]. La causa de estas incoherencias hay que buscarlas en el 
irrefrenable activismo judicial del Tribunal de Justicia que, aun reconociendo que la interpretación del Derecho nacional 
corresponde a los Tribunales nacionales, no se modera a la hora de llevar a cabo esas interpretaciones de forma indirecta 
y abstracta con el objetivo confesado de proporcionar criterios hermenéuticos a los únicos competentes Tribunales 
nacionales. Pero para ello no es de extrañar que los Tribunales nacionales, en la redacción de las cuestiones prejudiciales, 
proporcionen al Tribunal de Justicia información parcial y razonamientos cuando menos discutibles. 
18 En efecto, en el caso del personal laboral, la Jurisdicción de lo Social ha alumbrado la categoría del indefinido no fijo, 
conciliando el interés del trabajador en ver transformada su relación laboral por tiempo indefinido como consecuencia del 
fraude en su contratación sucesiva y encadenada y el interés público de preservar los principios constitucionales de 
igualdad y de mérito y capacidad para acceder al empleo público. 
19 Martínez Andrés, 14 septiembre 2016 (C-184/15 y C-197/15), n. 47. 
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20 Angelidaki e.a., 23 abril 2009 (C378/07 a C380/07), n. 106. 
21 Angelidaki e.a., 23 abril 2009 (C378/07 a C380/07), n. 165. 
22 Angelidaki e.a., 23 abril 2009 (C378/07 a C380/07), n.166. 
23 Martínez Andrés, 14 septiembre 2016 (C-184/15 y C-197/15), n. 53. 
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24 Martínez Andrés, 14 septiembre 2016 (C-184/15 y C-197/15), n. 54. 
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25 Adeneler e.a., 4 julio 2006 (C212/04), n 105. 
26 «El Tribunal de la Unión Europea no realiza objeciones a la normativa interna, sino a la aplicación abusiva que pueda 
hacerse de ella. La propia normativa interna establece una serie de limitaciones y condiciones para impedir el abuso en la 
contratación temporal, por lo que la correcta invocación y aplicación de dicha normativa impediría la perpetuación del 
abuso. Por último se considera que el Tribunal de la Unión Europea no está recomendando la aplicación en estos casos de 
la figura del trabajador indefinido no fijo, sino contestando a una concreta pregunta, a saber, si asimilar al trabajador 
indefinido la situación de aquellos trabajadores estatutarios eventuales abusivamente prorrogados podría ser una medida 
apta. Por lo tanto, su respuesta solo puede entenderse como afirmativa para el caso de que tal figura pudiera ser aplicable, 
lo que no parece posible en ámbito de las relaciones estatutarias. En primer lugar y fundamentalmente al ser una figura 
existente exclusivamente en el ámbito laboral, no siendo de aplicación al personal estatutario (artículo 20 del Estatuto 
Marco) y en segundo lugar porque lo que el actor solicita es una declaración de interinidad, no de fijeza indefinida. Por 
ello la solución de origen jurisprudencial referida al personal fijo indefinido resulta inaplicable, salvo claro está que se 
demostrase no ya la existencia de un fraude en la duración del contrato sino también de su propia naturaleza estatutaria, y 
se declarase la existencia de un vínculo laboral, pronunciamiento que no ha sido solicitado. Dicha solución de acudir a la 
figura de contrato laboral fijo indefinido ‒se reitera, para casos de fraude demostrado‒ sería además de dudosa eficacia, 
puesto que nada impediría que la Administración procediera seguidamente a amortizar por no estimarla necesaria, aquella 
plaza laboral que no habría sido siquiera creada formalmente. La solución a los posibles abusos en la contratación 
eventual ‒razona el Tribunal‒ pasa por la rigurosa aplicación del artículo 9 del Estatuto Marco, cuya concreta redacción 
no es disconforme con la Directiva, y en consecuencia si se realizaran más de dos nombramientos para la prestación de 
los mismos servicios por un periodo acumulado de 12 o más meses en un período de dos años, y si la Administración no 
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procede de oficio al estudio de las causas que lo motivaron, para valorar, en su caso, si procede la creación de una plaza 
estructural en la plantilla del centro, podrán los interesados (que lo serán no solo el contratado eventual, sino también los 
integrantes de la bolsa de interinos, que pudieran ocupar la misma si fuera creada, o las organizaciones sindicales en 
representación de sus afiliados) exigir dicho estudio, bien entendido que en el caso de que la Administración procediera a 
la creación de la plaza, correspondería su ocupación en régimen de interinidad por la persona a determinar según la 
normativa de aplicación, hasta que fuera adjudicada por los cauces ordinarios, mientras que en el caso de considerar que 
no procedía la creación de plaza estructural, quedaría vedada la posibilidad de suscribir nuevos contratos estatutarios 
eventuales para atender la misma necesidad o servicio»: STSJ de Madrid de 7 de octubre de 2016. 
27 Como señala la Sentencia del Juzgado n.º 1 de lo Contencioso-Administrativo de Orense, de 29 de septiembre de 2017 
(rec. núm. 94/2017) «Con la prolongación irregular de su contrato temporal el trabajador consigue permanecer en la 
Administración sin haber superado esas pruebas, vulnerando los referidos principios constitucionales y perjudicando a los 
que legítimamente aspiran a acceder a esos puestos con carácter definitivo en concurrencia competitiva. En esta provincia 
de Ourense se ha convertido en práctica habitual, sobre todo en las Administraciones locales, la prolongación artificiosa y 
premeditada de contrataciones temporales para transformarlas en indefinidas de facto sin que se haya superado la 
preceptiva oposición. Supuestos en los que el trabajador es un “beneficiario” más que una “víctima” de la contratación 
irregular (varios alcaldes y concejales se hallan procesados ante la jurisdicción penal por esta causa). La sanción al 
empresario (AAPP) debería consistir en una obligación de hacer (convocar y resolver urgentemente el procedimiento 
selectivo de concurrencia competitiva), en una multa o incluso en una imputación penal. Pero no en la mera conversión 
del contrato en indefinido, ni en el pago de una indemnización al trabajador, que por lo general habrá obtenido un 
beneficio con la prolongación irregular de su empleo en la Administración sin tener que superar una oposición, con el 
correlativo perjuicio al interés público y al de los terceros que legítimamente aspiran a ese mismo puesto». 
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28 El contenido de la indemnización se calcularía conforme al alcance que a la misma ha dado la Jurisdicción social para 
los indefinidos no fijos de naturaleza laboral: 20 días por año de servicio, con el límite de doce mensualidades: Sentencia 
del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, de 18 de octubre de 2017. 
29 STSJ de Galicia, de 8 de noviembre de 2017. 
30 Autos de Tribunal Supremo de 30 de mayo de 2017 (rec. núm. 785/2017), de 12 de junio de 2017 (rec. núm. 732/2017) 
y de 13 de junio de 2017 (rec. núm. 1305/2017). 



Martínez Andrés

Martínez Andrés



Si se realizaran más de dos nombramientos para la prestación de los 
mismos servicios por un período acumulado de 12 o más meses en un período de dos 
años, procederá el estudio de las causas que lo motivaron, para valorar, en su caso, si 
procede la creación de una plaza estructural en la plantilla del centro

indemnización

                                               
31 También constata el incumplimiento del art. 26.5 de la Ley 8/1997, de 26 de junio, de Ordenación Sanitaria de 
Euskadi, según el cual la relación estatutaria eventual “podrá tener una duración de hasta 6 meses, prorrogable hasta un 
máximo de 3 años”. El Tribunal Supremo constata que la Administración no  puso fin a la relación de empleo de la actora 
cuando establece dicho precepto, señalando además que “esa decisión, ordenada por la norma, debe ser coherente, o lo 
que es igual, no seguida sin solución de continuidad por otros nombramientos sucesivos, temporales y de carácter 
eventual, de terceras personas, que sólo demostraría una desacertada decisión de lo que prevé el precepto básico”, es 
decir, el análisis del carácter estructural del puesto y su correspondiente provisión por personal permanente. 







                                               
32 Así lo señala SÁNCHEZ MORÓN, M: “La consagración del funcionario interino indefinido” en Revista de 
Administración Pública, núm. 208, 2019,  p. 236. 
33 Paradigmáticas las SSTS del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, de 27 de noviembre de 2017, de 22 
de octubre de 2018 y de 21 de noviembre de 2018, en las que -en el ámbito del personal estatutario de los Servicios de 
Salud- se admite la posibilidad de que “el nombrado interino para reparar el fraude consistente en ser nombrado como 



                                                                                                                                                             
eventual pueda ser desplazado no solo por las razones propias de los interinos , sino también por una cobertura regular 
del puesto por otro interino  con sujeción a las bolsas que serían realmente aplicables (bolsas de larga duración, de 
acuerdo con las cuales la interesada no habría accedido al puesto en su día”).
34 Vid. SANCHEZ MORÓN, M.,  La consagración del funcionario interino indefinido … op. Cit.; CANTERO 
MARTÍNEZ, J.: “El funcionario interino en la jurisprudencia: sobre la necesidad de repensar la figura” en Revista Vasca 
de Gestión de Personas y Organizaciones Públicas, nº 12, 2017, pp. 8-29. 



                                               
35 ATIENZA, M. y RUIZ MANERO, J., Ilícitos atípicos. Sobre el abuso del derecho, el fraude de ley y la desviación de 
poder, Trotta 2000. 
36 “[E]l fraude de ley, como institución jurídica que asegura la eficacia de las normas frente a los actos que persiguen 
fines prohibidos por el ordenamiento jurídico o contrarios al mismo, es una figura que despliega idénticos efectos 
invalidantes en todos los sectores del Derecho, y sólo por tradición histórica, sin duda respetable, conserva en el artículo 



Los actos realizados al amparo del texto de una norma que 
persigan un resultado prohibido por el ordenamiento jurídico, o contrario a él, se 
considerarán ejecutados en fraude de ley y no impedirán la debida aplicación de la norma 
que se hubiere tratado de eludir

el ejercicio 
de potestades administrativas para fines distintos de los fijados por el ordenamiento 
jurídico” “no sólo cuando se acredita que la Administración persigue una 
finalidad privada o un propósito inconfesable, extraño a cualquier defensa de los intereses 
generales, sino también puede concurrir esta desviación teleológica cuando se persigue 
un interés público ajeno y, por tanto, distinto al que prevé el ordenamiento jurídico para el 
caso

                                                                                                                                                             
6.4. del CC, su encaje normativo, precepto que, como la mayor parte de los que integran el Título Preliminar, es aplicable 
a todo el ordenamiento y ni si quiera podría sostenerse hoy que sea una norma exclusiva de la legislación civil”: 
Sentencia del Tribunal Constitucional 37/1987, de 26 de marzo. 
37 STS de 18 de marzo de 2011. 



se considerarán 
celebrados por tiempo indefinido

                                               
38 Art. 48.1 LPAC: “Son anulables los actos de la Administración que incurran en cualquier infracción del ordenamiento 
jurídico, incluso la desviación de poder”
39 Art. 110 LPAC. Límites de la revisión: “Las facultades de revisión establecidas en este Capítulo, no podrán ser 
ejercidas cuando por prescripción de acciones, por el tiempo transcurrido o por otras circunstancias, su ejercicio 
resulte contrario a la equidad, a la buena fe, al derecho de los particulares o a las leyes”. 
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6)      Constatado por el juez nacional el abuso en la contratación sucesiva del 
empleado público estatutario temporal interino al servicio de SERMAS, que es 
destinado a cubrir necesidades permanentes y estructurales de la prestación de 
servicios de los empleados estatutarios fijos, al no existir medida efectiva alguna en 
el ordenamiento jurídico interno para sancionar tal abuso y eliminar las 
consecuencias de la infracción de la norma comunitaria, ¿la cláusula 5 del Acuerdo 
Marco anexo a la Directiva [1999/70] debe ser interpretada en el sentido de que 

                                               
40 Autos del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Madrid nº 8 de 8 de junio de 2018 y nº 24 de 24 de enero de 
2019. 



obliga al juez nacional a adoptar medidas efectivas y disuasorias que garanticen el 
efecto útil del Acuerdo Marco y, por lo tanto, a sancionar dicho abuso y eliminar las 
consecuencias de la infracción de dicha norma europea, dejando inaplicada la 
norma interna que lo impida? 

Si la respuesta fuera positiva, y como declara en [el] apartado 41, el Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea en su sentencia de 14 de septiembre de 2016, asuntos 
C-184/15 y C-197/15: 

¿Sería acorde con los objetivos perseguidos por la Directiva [1999/70], como medida 
para prevenir y sancionar el abuso en la relación temporal sucesiva y eliminar la 
consecuencia de la infracción del Derecho de la Unión, la transformación de la 
relación estatutaria temporal interina/eventual/sustituto, en una relación estatutaria 
estable, ya sea desde la denominación de empleado público fijo o indefinido, con la 
misma estabilidad en el empleo que los empleados estatutarios fijos comparables? 

7)      En el caso de abuso en la relación temporal sucesiva, la conversión de la 
relación estatutaria temporal interina en una relación indefinida o fija, la misma 
¿puede entenderse que solo cumple con los objetivos de la [Directiva 1999/70] y su 
Acuerdo Marco, cuando el empleado estatutario temporal que ha sufrido el abuso 
goza de las mismas e idénticas condiciones de trabajo con respecto al personal 
estatutario fijo (en materia de protección social, promoción profesional, provisión de 
vacantes, formación profesional, excedencias, situaciones administrativas, licencias 
y permisos, derechos pasivos, y cese en los puestos de trabajo, así [como] 
participación en los concursos convocados para la provisión de vacantes y la 
promoción profesional) bajo los principios de permanencia e inamovilidad, con todos 
los derechos y obligaciones inherentes, en régimen de igualdad con los informáticos 
estatutarios fijos?

Fernández Álvarez

4)      ¿Es conforme la interpretación que se realiza, por parte de esta juzgadora, que 
la conversión del trabajador temporal objeto de abuso en “indefinido no fijo” no es 
sanción eficaz en cuanto el trabajador así calificado pude ser cesado, ya sea porque 
se cubra su puesto en proceso selectivo o sea amortizada la plaza, y por ello no es 
conforme con el Acuerdo Marco para prevenir la utilización abusiva de los contratos 
de trabajo de duración determinada al no cumplirse el artículo 2, párrafo primero, de 
la Directiva 1999/70 en cuanto no garantiza por el Estado español los resultados 
fijados en la misma? 

  



las exigencias 
temporales, establecidas en la normativa nacional pertinente, relativas a la organización 
de los procesos selectivos se incumplen sin consecuencias visibles

pueden participar en él candidatos que no hayan sufrido un uso abusivo de 
nombramientos sucesivos, sin que parezca que se tome debidamente en consideración 
ese abuso (por ejemplo, mediante un nombramiento preferente en caso de que hayan 
superado el proceso selectivo) en todo caso, la organización 
de procesos selectivos no elimina las consecuencias de la infracción contra el Derecho de 
la Unión respecto a los candidatos que no hayan superado las pruebas, que además 
deberán contar con su cese en una fecha indeterminada

para sancionar adecuadamente la utilización abusiva de 
sucesivos nombramientos de carácter temporal y eliminar las consecuencias de la 
infracción del Derecho de Unión, no basta con convocar procesos selectivos de libre 
concurrencia cuando el acceso a una relación de servicio fija, derivado de la superación 
del proceso selectivo por la persona que haya sufrido el uso abusivo de tales 
nombramientos sucesivos, sea imprevisible e incierto y la normativa nacional pertinente no 
establezca ninguna otra medida sancionadora



Santoro41

                                               
41 Santoro, 7 marzo 2018 (C-494/16). 







Sánchez Ruiz 

Santoro

                                               
42 El fallo de la sentencia Santoro, 7 marzo 2018 (C-494/16), afirma la inexistencia de dicotomía entre transformación e 
indemnización, en sentido abstracto, pero además su juicio final se redacta a partir del Derecho positivo italiano, aquí con 
alcance singular respecto al mismo: “La cláusula 5 del Acuerdo marco sobre el trabajo de duración determinada, 
celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 
1999, relativa al Acuerdo marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el trabajo de duración determinada, debe 
interpretarse en el sentido de que no se opone a una normativa nacional que, por una parte, no sanciona el uso abusivo 
por un empleador del sector público de sucesivos contratos de duración determinada mediante el pago al trabajador 
afectado de una indemnización destinada a compensar la no transformación de la relación laboral de duración 
determinada en una relación de trabajo por tiempo indefinido pero, por otra parte, prevé la concesión de una 
indemnización comprendida entre 2,5 y 12 mensualidades de la última retribución del trabajador, junto con la 
posibilidad que este tiene de obtener la reparación íntegra del daño demostrando, mediante presunción, la pérdida de 
oportunidades de encontrar un empleo o que, si se hubiera organizado un proceso selectivo de manera regular, lo 
habría superado, siempre que dicha normativa vaya acompañada de un mecanismo de sanciones efectivo y disuasorio, 
extremo que corresponde verificar al órgano jurisdiccional remitente”. 



                                               
43 De hecho el Tribunal de Justicia admitirá la prueba por presunciones e indicios: “Habida cuenta de las dificultades 
inherentes a la demostración de la existencia de una pérdida de oportunidad, debe declararse que un mecanismo de 
presunción que tiene por objeto garantizar al trabajador que ha sufrido, debido al uso abusivo de sucesivos contratos de 
duración determinada, una pérdida de oportunidades de empleo la posibilidad de eliminar las consecuencias de tal 
infracción del Derecho de la Unión puede satisfacer el requisito de efectividad.”





                                               
44 ÖBB Personenverkehr, 28 enero 2015 (C-417/13), n. 74. 





                                               
45 Klausner, 11 noviembre 2015 (C-505/14), n. 34. 
46 Así, según el Tribunal de Justicia, “la cuestión de si ha de excluirse la aplicación de una disposición nacional, en la 
medida en que sea contraria al Derecho de la Unión, sólo se plantea si no es posible una interpretación conforme de tal 
disposición”: Domínguez, 24 enero 2012 (C-282/10), n. 24. 
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47 Impact, 15 abril 2008 (C-268/06), Rec. p. I-2483, n. 100. 
48 Ayovi, de 25 de julio de 2018 (C-96/17). 
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49 Motter, 20 septiembre 2018 (C-466/17). 





procesos selectivos restringidos

                                               
50 “La previsión legal de pruebas específicas para consolidar una situación precaria precedente no puede ser entendida, a 
la luz de los arts. 23.2 y 103.3 C.E., como autorización a la Administración para establecer o regular estas pruebas sin 
respetar los conceptos de mérito y capacidad, requisitos constitucionales que no impiden el reconocimiento o evaluación 
del mérito consistente en el tiempo efectivo de servicios, pero que en ningún caso puede convertir a ese tiempo efectivo 
de servicios en título de legitimación exclusivo que permita el acceso a una función pública de carácter permanente, al 
tener que respetarse en todo caso, también para los interinos y contratados, los principios constitucionales de mérito y 
capacidad” (STC 27/1991, de 14 de febrero). 
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51 STS de 13 de marzo de 2017 y de 19 de febrero de 2015. 
52 Sobre el concepto y contenido del mérito como principio institucional de la Función Pública, Vid. FUENTETAJA, J.: 
“Igualdad y mérito como principios estructurales de la Función Pública” en Carta Iberoamericana de la Función 
Pública. Realidades tangibles y promesas incumplidas, Universidad Externado de Colombia, 2019. 
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sea adecuado a la naturaleza de su 
condición
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53 Eufemística e intrínsecamente contradictoria figura la del «funcionario interino de larga duración», cuya razón de ser 
es el reconocimiento de más derechos a los funcionarios interinos en cuestión, al intensificar su régimen jurídico en la 
medida en que se consideraría que le serían de aplicación más contenidos del régimen jurídico de los funcionarios de 
carrera como consecuencia de la extensión temporal de la relación. Así, por ejemplo, se reconocido a estos funcionarios 
interinos «de larga duración» la posibilidad de disfrutar de excedencias (SSTC 240/1999, de 20 de diciembre y 203/2000, 
de 29 de julio, comentadas adecuadamente por CANTERO MARTÍNEZ, J.: «Las situaciones administrativas en el 
Estatuto Básico del Empleado Público: claves para armar el nuevo modelo» en RAP, n.º 176, 2008, pp. 161-197.); 



‒

                                                                                                                                                             
derechos retributivos (STS de 30 de junio de 2014 sobre el complemento de carrera profesional del personal estatuario) o 
el acceso a la carrera horizontal (STS de 8 de marzo de 2017). 
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